TEMA: VEINTISIETE. REGISTROS
LA PRUEBA DE LOS HECHOS Y DE LOS ACTOS JURÍDICOS: SU        NATURALEZA. DOC. PÚBLICOS Y PRIVADOS. EL INTERROGATORIO DE LAS PARTES. LAS PRESUNCIONES. OTROS MEDIOS DE PRUEBA.
I. LA PRUEBA DE LOS HECHOS Y DE LOS ACTOS JURÍDICOS: SU NATURALEZA.
1. Concepto. 
· Como fin, se entiende por prueba la demostración de la existencia y el             contenido de un hecho del que depende un derecho. 

· Como medio, se llama prueba al conjunto de recursos que pueden utilizarse para obtener dicha demostración.

[--(Puede NO decirse)--Cuando una pretensión jurídica de existencia de un hecho no es admitida pacíficamente y surge la controversia, ha de solicitarse la tutela de los tribunales y entonces, la cuestión pasa de lo material a lo procesal y se entra en el terreno de la prueba regida por normas específicas--].

Nuestro Código Civil dedicaba a la regulación de la prueba los artículos 1214 a 1253, pero la Ley de Enjuiciamiento Civil de 7 de enero de 2000, ha sustituido dicha regulación derogando estos artículos salvo del 1216 a 1230 relativos a los documentos que siguen vigentes, a excepción del artículo 1226 que también fue derogado.
2. Quién ha de probar. El problema de la carga de la prueba


Según el Art. 217 LEC, el actor habrá de probar los hechos constitutivos de su derecho, y el demandado los hechos impeditivos o extintivos del pretendido         derecho.

No obstante, hay que tener en cuenta que en ocasiones, el reparto de la carga de la prueba queda resuelto por la propia ley, como sucede en los casos de exoneración de la carga de la prueba (vgr. responsabilidad objetiva), o de la llamada inversión de la carga de la prueba.

3. Qué hay que probar. Objeto de la prueba

De los extremos que pueden ser debatidos en un proceso: la norma legal, los hechos materiales y los actos jurídicos, sólo son objeto de prueba los dos últimos, ya que la regla jurídica debe ser conocida por el Juez “iura novit curia”.
“La prueba tendrá como objeto los hechos que guarden relación con la tutela judicial que se pretenda obtener en el proceso”. (Art. 281.1 LEC).

No obstante, según el Art. 281 LEC, no habrán De ser objeto de prueba:

· Los hechos sobre los que exista plena conformidad de las partes, (salvo los casos en que la materia objeto del proceso sea indisponible).


· Los actos que gocen de notoriedad absoluta y general, si bien hay que tener en cuenta que la notoriedad es un concepto relativo que varía en el espacio y en el tiempo.


· El Derecho aplicable, (alegado por las partes como fundamento de sus pretensiones), distinguiendo, sin embargo: 1-. Las normas escritas de Derecho interno, que se publican en el BOE y no necesitaran ser objeto de prueba alguna, (arts. 2.1 CC, 9.3 CE). 2-. Las normas autonómicas; las cuales no habrán de ser objeto de prueba si se han publicado en el Boletín Oficial Autonómico y en el BOE, [--(Puede NO decirse)--ni en el caso de que sólo estén publicadas en el Boletín Oficial Autonómico y se aleguen en litigios ante Tribunales radicados en esa CC.AA, pero si han de ser objeto de prueba en el caso de que se aleguen ante órganos jurisdiccionales de otra CC.AA--].

El Derecho extranjero deberá de ser probado en lo que respecta a su contenido y vigencia, (Art. 281.2 LEC). [--(Puede NO decirse)—Res. DGRN de 21 de abril de 2.005, (relativa a una sucesión de extranjeros en España), la DG establece que es el Notario autorizante el que tiene que acreditar, al tiempo del otorgamiento de la Escritura Pública, la vigencia y aplicación del Derecho extranjero, bastando para ello un simple informe bajo su responsabilidad, sin perjuicio de los demás medios del artículo 36 RH que se debe de entender aplicable para poder probar la validez de la acto realizado, según las Ress DGRN 20 de enero, 7 de julio, 28 de julio, 2 de agosto de 2.011, sin perjuicio de que le conste y conozca la legislación extranjera el Registrador y practique el asiento bajo su responsabilidad (último párrafo del art. 36 RH)//—Según el TS también es preciso probar, además de la vigencia y aplicación o alcance,  la interpretación de las disposiciones extranjeras en su Ordenamiento, pues de otro modo, en el caso de que NO le sea posible al Tribunal español fundamentar con seguridad absoluta la aplicación del Derecho extranjero, habrá de juzgar y fallar según el Derecho Patrio, de acuerdo con el art. 12.6.II Cc (texto entonces vigente)—SSTS de 27 de diciembre de 2.006, 4 de julio de 2.007, 30 de abril de 2.008--].
También habrá de probarse el Derecho consuetudinario, salvo que en este último caso, las partes estén de acuerdo sobre la existencia y contenido de la costumbre y no afecten al orden público.

           [--(Puede NO decirse)--CARGA DE LA PRUEBA.

Corresponde al actor, (o demandado reconviniente), probar los hechos en que fundamenta su demanda, (o reconvención), y al demandado o actor reconvenido los hechos que impidan, extingan o enerven la eficacia jurídica de los hechos alegados y probados por el actos (o reconviniente).(Art. 217.2 y 3 LEC)

 Sin perjuicio de que la Ley pueda distribuir de modo distinto la carga de la prueba, (art. 217 .6 LEC).

En este sentido, el propio art. 217.5 LEC, (introducido por la L.O. 3/2.007, de 22 de marzo para la igualdad), establece que en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte actora se fundamenten en actuaciones DISCRIMINATORIAS por razón del sexo, corresponderá al demandado probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y de su proporcionalidad--].
APRECIACION DE LA PRUEBA. 

La apreciación es la valoración que de la prueba hace el juez con el fin de contrastar su eficacia.

Los principales sistemas de apreciación de la prueba son:
- El de prueba tasada: que gradúa la fuerza de cada medio probatorio,                   haciendo automática, la función del Juez.

- Libre arbitrio judicial, o de la prueba moral: que admite toda clase de medios de prueba, en cuanto produzcan la convicción del juzgador.

 Se impone por tanto un sistema intermedio o ecléctico, en el que se          reconozca especial fuerza probatoria a determinados medios especialmente            fidedignos y se deje a la apreciación de los demás a la libre estimación del Tribunal, atendidas las circunstancias y el conjunto de la prueba practicada.

Así, la nueva LEC, proclama en primer término el carácter de prueba plena que tienen los documentos públicos, (arts. 1218 CC, 319 LEC que vamos a ver), y declara que la fuerza probatoria de los demás medios se apreciará libremente por el Tribunal, según las reglas de las sana crítica, (por ejemplo, los dictámenes periciales o las declaraciones o interrogatorio de los testigos—arts 348, 376 LEC--).

[--(Puede NO decirse)—si bien el principio de la prueba legal o tasada se ve a veces mitigado por el principio de la “apreciación conjunta de la prueba” o poniendo en relación todos los medios utilizados, en el sentido no de no motivación de la valoración de cada una de las pruebas practicadas en la Sentencia, sino de elección entre los resultados contradictorios que pueden arrojar medios de prueba distintos sobre un mismo hecho pero sin despreciar las normas de prueba legal—art. 218.2.2º LEC)--].

No obstante, las pruebas obtenidas violentando derechos fundamentales, NO surtirán efecto. (Art. 11.1 LOPJ). [--(Puede NO decirse) Si bien en el caso de que se violen derechos fundamentales relativos pueden producir efectos las pruebas, (como es el caso del no vicio de ilicitud del reconocimiento judicial por el derecho de inviolabilidad del domicilio).
II. DOCUMENTOS PUBLICOS Y PRIVADOS

1. Documentos públicos

1º) Concepto. Conforme al Art. 1216: “Son documentos públicos los         autorizados por un Notario o empleado público competente, con las solemnidades requeridas por la ley”.

           2º) Clases. Por razón del funcionario autorizante se clasifican en:
- Notariales. El Art. 1217 dice que: “Los documentos en que intervenga        Notario público se regirán por la legislación notarial”.

La Legislación Notarial comprende la LON 28 V 1862 y el RN 2 VI 1944, (modificado por el RD 45/2.007, de 19 de enero).
[--(Puede NO decirse)--Los documentos públicos notariales se llaman Instrumentos Públicos. Para GOMÁ SALCEDO Instrumento público es el Documento Público autorizado por Notario competente a requerimiento de parte, incorporado al Protocolo, así como las copias o reproducciones notariales de tales documentos--].
[--(Puede NO decirse)--Los instrumentos públicos se clasifican, (según los artículos 17 LeyOrgNot 1.862, 144 RegNot 1.944, (modificado en 2.007)), en: 1-. Escrituras Públicas, cuyo contenido son las declaraciones de voluntad, los actos jurídicos que impliquen prestación de consentimiento, los contratos y los negocios jurídicos de todas clases. 2-.Pólizas intervenidas, cuyo contenido exclusivo son los actos y contratos de carácter mercantil y financiero que sean propios del tráfico habitual y ordinario de al menos uno de sus otorgantes, (excluyéndose todos los demás actos y negocios jurídicos, y en todo caso, los que tengan objeto inmobiliario). 3-. Actas notariales, siendo su contenido la constatación de hechos o la percepción que de los mismos tenga el Notario, (siempre que por su índole NO puedan calificarse de actos y contratos), así como sus juicios y calificaciones--].

- Administrativos.

- Judiciales.

Con mayor detalle el Art. 317 LEC dispone que a efecto de prueba en el         proceso, se considerarán documentos públicos:


· Las resoluciones y diligencias judiciales de todas clases y los testimonios de las mismas.


· Los autorizados por Notario con arreglo a Derecho.


· Los intervenidos por Corredores de Comercio (hoy Notarios) y las             certificaciones expedidas por ello con referencia al Libro-Registro.


· Las certificaciones de los Registros de la Propiedad y Mercantiles.


· Los expedidos por funcionarios públicos facultados para dar fe en lo             relativo al ejercicio de sus funciones.


· Los expedidos por funcionarios públicos facultados para dar fe, en                  referencia a los archivos y registros de órganos del Estado, de las Administraciones públicas o de otras Entidades de Derecho Público.


En cuanto a los documentos extranjeros, rige el Art. 323 que dispone que a efectos procesales se considerarán documentos públicos los que, en virtud de           Tratados o Convenios Internacionales o Leyes especiales, haya de atribuírseles la fuerza probatoria prevista en el Art. 319.  [--(Puede NO decirse)--(Entre estos requisitos, está la Apostilla del Convenio de la Haya de 5 de octubre de 1.961, sobre conflictos de Leyes en materia de forma de las disposiciones testamentarias, siendo de aplicación preferente en materia contractual, sin embargo, el Reglamento Roma I—Reglamento 593/2.008, de 17 de junio, sobre Ley aplicable a las obligaciones contractuales, que en su art. 11 establece como criterios para determinar la validez del contrato en cuanto a la forma, los criterios de “lex contractus”, o de “lex loci celebrationis”, sin perjuicio de excepciones o normas especiales--)--].
        Interesa destacar, por su novedad, el llamado documento público electrónico. 

        La Ley 24/2.001, de 27 de diciembre, crea el Instrumento público electrónico, introduciendo en la Ley Org Not el Art. 17 bis.

La Ley de 2.001 establece que el instrumento público conservará su valor aunque esté redactado en soporte electrónico con firma electrónica avanzada, gozando, por tanto, de la fe pública notarial. (En este sentido, la Res DGRN de 18 de enero de 2.006, y la Disposición Transitoria 11ª Ley Org. Notar.).

[--(NO decir)--La Ley 59/2.003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, establece que sólo la firma electrónica avanzada reconocida, es decir, la basada en un certificado reconocido y generada mediante un dispositivo seguro de creación de firma, tiene respecto de los datos consignados en forma electrónica el mismo valor que la firma manuscrita en relación con los consignados en papel--].
[--(Puede No decirse)--También se modifica el Art. 227 LH, al disponer que los Registradores expedirán certificaciones, a elección del solicitante, en papel o en formato electrónico, en los términos que reglamentariamente se establezcan--].

Valor probatorio de los documentos públicos


Establece el Art. 1218: “Los documentos públicos hacen prueba, aun contra tercero, del hecho que motiva su otorgamiento y de la fecha de éste.


También harán prueba contra los contratantes y sus causahabientes, en         cuanto a las declaraciones que en ellos hubiesen hecho los primeros”.


Este precepto ha sido completado y mejorado por el Art. 319.1 LEC, en el que se afirma que los documentos públicos que reúnan los requisitos legales harán        PRUEBA PLENA del hecho, acto o estado de cosas que documenten, de la fecha en que se produce esa documentación y de la identidad de los fedatarios y demás           personas que, en su caso, intervengan en ella.
[--(Puede NO decirse)--Según las Ress DGRN de 14 de febrero, 20 de febrero, 28 de febrero de 2.007, el juicio notarial sobre la capacidad natural del otorgante de la escritura pública y el de la capacidad jurídica, (intervención en nombre ajeno), supone: 1-. VERACIDAD: Que implica que los hechos y contenido del acto o negocio jurídico se corresponde con la realidad EXTRADOCUMENTAL. 2-. INTEGRIDAD: Que supone que el documento narra toda la verdad. 3-. LEGALIDAD: en el sentido de que el contenido y efectos de la escritura pública se ajustan al Ordenamiento Jurídico--].

Centrándonos en el documento público notarial hay que plantearse ¿Que es lo que prueba plenamente?. NUÑEZ LAGOS distingue:


· Las afirmaciones que el Notario haya percibido por sus sentidos relativas a la esfera de los hechos. Están amparadas por la fe pública y por tanto hacen prueba         “erga omnes” mientras no se demuestre judicialmente su falsedad: verdad impuesta 


· Las que suponen juicios, (de notoriedad, capacidad, conocimiento...), no están amparados por la fe pública, si bien gozan de una presunción de veracidad                  “iuris tantum”: verdad supuesta.


· Las declaraciones de las partes de las que solamente queda probado que se han hecho, pero no su veracidad: verdad puesta. 

b) Escritura que desvirtúa otra anterior. Art. 1219: “Las escrituras hechas para desvirtuar otra escritura anterior entre los mismos interesados, solo producirán efecto contra terceros cuando el contenido de aquéllas hubiese sido anotado en el Registro público competente o al margen de la escritura matriz y del traslado o          copia en cuya virtud hubiera procedido el tercero”.

c) Copias de documentos.


- Fuerza probatoria de las copias cuando existe la matriz. 

Art. 1220: “Las copias de los documentos públicos de que existan matriz o protocolo, impugnadas por aquellos a quienes perjudiquen, solo tendrán fuerza                       probatoria cuando hayan sido debidamente cotejadas.


Si resultare alguna variante entre la matriz y la copia, se estará al contenido de la primera”. 

- Copias cuya matriz haya desaparecido. 

Art. 1221: “Cuando hayan desaparecido la escritura matriz, el protocolo o los expedientes originales, harán prueba:

          1º. Las primeras copias, sacadas por el funcionario público que las autorizara.

          2º. Las copias ulteriores, libradas por mandato judicial, con citación de los interesados.

          3º. Las que, sin mandato judicial, se hubiesen sacado en presencia de los                               interesados y con su conformidad.


A falta de las copias mencionadas, harán prueba cualesquiera otras que                         tengan la antigüedad de treinta o más años, siempre que hubiesen sido tomadas del          original por el funcionario que autorizó u otro encargado de su custodia.


Las copias de menor antigüedad o que estuviesen autorizadas por funcionario público en quien no concurran las circunstancias mencionadas en el párrafo                                anterior, solo servirán como un principio de prueba por escrito...

- Copias de copias. Art. 1221, ap. Último: “La fuerza probatoria de las                        copias de copias será apreciada por los Tribunales, según las circunstancias” 


d) Documentos inscritos y desaparecidos. Art. 1222: “La inscripción, en cualquier registro público, de un documento que haya desaparecido, será apreciada según las reglas de los dos últimos párrafos del art. Precedente”. 

e) Escrituras defectuosas. Art. 1223: “La escritura defectuosa, por                             incompetencia del Notario o por otra falta en la forma, tendrá el concepto de documento privado, si estuviese firmada por los otorgantes” 


f) Escrituras de reconocimiento de acto o contrato. Art. 1224: “Las                                  escrituras de reconocimiento de un acto o contrato nada prueban contra el                              documento en que éstos hubiesen sido consignados, si por exceso u omisión se apartaran de él, al menos que conste expresamente la novación del primero” 


En caso de elevación a público de un documento privado o de un acuerdo verbal, se plantea la cuestión de que prevalece: si la Escritura o el convenio inicial, en caso de discordancia entre ambos.

· Según NUÑEZ LAGOS debe prevalecer la Escritura, pues se produce una renovatio contractus.

· Según GONZALEZ PALOMINO, la Escritura no es mas que una mera documentación de un contrato preexistente, sin modificarlo, a salvo lo dispuesto en el art. 1.224 Cc in fine, es decir, cuando conste expresamente la novación del negocio primitivo. (En este sentido, STS de 30 de noviembre de 1.996).
2. Documentos privados


1º) Concepto. Son documentos privados aquellos que las partes extienden por sí o a lo sumo en presencia de testigos, pero sin la intervención de un            funcionario público que los autorice prestándoles autenticidad.


2º) Valor probatorio de los documentos privados

a) Eficacia entre las partes. Art 1225: “El documento privado reconocido legalmente tendrá el mismo valor que la escritura pública entre los que lo hubiesen suscrito y sus causahabientes”


Critica MEZQUITA DEL CACHO la amplitud de los términos de dicho        precepto, ya que la equiparación del documento público y privado sólo lo es a         efectos probatorios y no a otros como el traditorio o el constitutivo. 

[--(Puede NO decirse)--Además, incluso en el ámbito probatorio la equiparación no es absoluta, pues el documento privado no prueba, en principio, la fecha, sino la realidad del contenido declarado--].

b) Eficacia con relación a tercero. Art. 1227: “la fecha de un documento privado no se contará, respecto de terceros, si no desde el día en que hubiese sido incorporado o inscrito en un Registro público, desde la muerte de cualquiera de los que le firmaron, o desde el día en que se entregase a un funcionario público por                     razón de su oficio” 


[--(Puede NO decirse)--A estas bases de autenticidad, añaden MANRESA Y CASTÁN la existencia de un acto por el cual el tercero tenga conocimiento indudable del documento, (vgr. la notificación del mismo), o reconozca su existencia--].
[--(Puede NO decirse)—En relación con este artículo, cabe citar la STS, de la Sala 3ª, de 31 de enero de 2.001, que establece que el documento previo para probar la adquisición fehaciente en el caso de inmatriculación vía art. 205 LH, 298 RH, tiene que ser fehaciente en cuanto a su contenido, sin que valga por lo tanto, el documento privado autoliquidado fiscalmente, que sólo es fehaciente en cuanto a su fecha sin acreditar la veracidad de su contenido, (Ress DGRN de 8 de septiembre de 2.009, 23 de enero de 2.012)--].

- Asientos, registros, papeles privados y notas escritos por una sola de las partes:


Art. 1228: “Los asientos, registros y papeles privados, únicamente hacen prueba contra el que los ha escrito, en todo aquello que conste con claridad; pero el que quiera aprovecharse de ellos habrá de aceptarlos en la parte que le perjudiquen” 

Art. 1229: “La nota escrita o firmada por el acreedor a continuación, al                               margen o al dorso de una escritura que obre en su poder, hace prueba en todo lo que sea favorable al deudor.


Lo mismo se entenderá de la nota escrita o firmada por el acreedor al dorso, al margen o a continuación del duplicado de un documento o recibo que se halle en poder del deudor.


En ambos casos, el deudor que quiera aprovecharse de lo que le favorezca tendrá que pasar por lo que le perjudique” 


f) Documentos privados hechos para alterar lo pactado en escritura                  pública. Para evitar fraudes el Art. 1230 establece que “Los documentos privados hechos para alterar lo pactado en Esc. Pública, no producen efecto contra tercero” 

III.
 EL INTERROGATORIO DE LAS PARTES

La confesión estaba regulada en los Arts 1231 y ss CC, que distinguía entre confesión extrajudicial y judicial, pudiendo ser esta bajo juramento indecisorio o bajo el arcaico juramento decisorio. Tal normativa ha sido sustituida en LEC por los Arts 301 y ss que regulan como medio de prueba “el interrogatorio de las partes”.


Pueden distinguirse 2 clases de interrogatorios: 


1. El interrogatorio normal consiste en preguntas formuladas por el       abogado de la parte contraria en forma clara, sencilla, sin incluir valoraciones de hechos y previamente admitidas por el Juez. [--(Puede NO decirse)--El interrogado puede:

· Contestar las preguntas.

· Impugnarlas por estimarlas improcedentes.


· Negarse a declarar o hacerlo en forma evasiva, en cuyo caso, el Juez advertirá que los hechos podrán ser considerados como ciertos en lo que le perjudiquen.

· No comparecer, en cuyo caso, podrá estimarse que admite tácitamente los hechos en lo que le sean perjudiciales--].

2. El interrogatorio cruzado es aquel que se realiza simultáneamente a las partes en presencia del Tribunal, al que corresponde mantener el orden y resolver sobre la admisibilidad de las preguntas.


Valor probatorio. Esta prueba se valorará por el Juez conforme a las reglas de la sana crítica; los hechos reconocidos por las partes que les sean perjudiciales se consideraran ciertos, salvo que  lo contradigan el resultado de otras pruebas. 

IV.
LAS PRESUNCIONES 


Se regulan el los Arts 385 (presunciones legales) y 386 (judiciales). Consiste en deducir de un hecho base o premisa, un hecho consecuencia o presunto.

a) Presunciones legales. Pueden ser:


-  Iuris et de iure: que no admiten la prueba en contrario.


- Iuris tantum: que admiten prueba en contrario; son la regla general. [--(Puede NO decirse)—Así, la presunción de comoriencia—art 33 Cc--, de buena fe en la posesión—art 434 Cc--, de posesión en el tiempo intermedio—art 459 Cc--, de existencia de causa en el contrato—art 1.277 Cc--].

No son verdaderos medios de prueba, sino como dice PLANIOL:


- Una dispensa de prueba a favor de una parte, acompañada de una                    denegación de prueba a la otra (iuris et de iure).


- Una dispensa o desplazamiento de la carga de la prueba (iuris tantum).


Por ello la nueva LEC no las enumera entre los medios de prueba.

b) Presunciones judiciales u “hominis seu iudicis” También llamada          prueba conjetural o de indicios.


Según el Art. 386 LEC tendrán lugar cuando el Tribunal, a partir de un hecho admitido o probado, presuma la certeza de otro hecho siempre que entre ambos exista un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano, debiendo la Sentencia incluir el razonamiento que haya servido de base para determinar el       enlace que fundamente la presunción.

[--(Puede NO decirse)--Sin que la deducción sea unívoca, pues de serlo no nos encontraríamos ante verdadera presunción, sino ante los 'facta concludentia' que efectivamente han de ser concluyentes o inequívocos, pudiendo en las presunciones seguirse del hecho base diversos hechos consecuencia, (y lo que se ofrece al control de la casación a través del art. 1253 C.c . es la sumisión a la lógica de la operación deductiva, existiendo multitud de sentencias en que se reserva para la instancia la opción discrecional entre las diversas deducciones posibles).—SSTS de 26 de julio de 2.001, 16 de febrero de 2.002, 28 de septiembre, 20 de octubre de 2.005, 4 de octubre de 2.006--].


Admiten siempre prueba en contrario..
V.
OTROS MEDIOS DE PRUEBA.
Según el Art. 299 LEC, se consideran como medios de prueba:


· El interrogatorios de las partes.

· Los documentos públicos y privados.


· El dictamen de peritos.


· El reconocimiento judicial.


· El interrogatorio de testigos.

· Cualesquiera medios de reproducción de palabras, imágenes y sonidos, así como instrumentos que permitan archivar o reproducir palabras, datos, cifras y       operaciones matemáticas.
Numerus apertus. Frente al carácter tasado de los medios de prueba en la       legislación anterior, la enumeración actual es numerus apertus, pues el mencionado Art. admite “cualesquiera otros medios probatorios mediante los cuales pueda        obtenerse certeza sobre los hechos relevantes en el proceso, adoptando el Tribunal las medidas que, en cada caso, resulten relevantes”.
Estudiados los documentos públicos y privados y el interrogatorio de las     partes, nos centraremos en los demás medios. 

EL DICTAMEN DE PERITOS.

Regulado en los Arts. 335 y ss LEC.


Procede cuando sean necesarios conocimientos científicos, artísticos,          técnicos o prácticos para valorar hechos o circunstancias  relevantes en el asunto, o adquirir certeza sobre ellos

Nombramiento. Salvo en los procesos penales en que ha de satisfacerse un interés público, en los demás no se impone y responsabiliza al Tribunal de la      investigación y comprobación de la veracidad de los hechos en que se fundamentan las pretensiones de las partes, sino sobre estas recae la carga de alegar y probar.
Por ello, los peritos serán designados por las partes, si bien en Tribunal podrá designar un tercer perito cuando lo soliciten las partes o sea necesario, (entre los     designados anualmente por los respectivos Colegios Profesionales)

[--(NO decir)--Responsabilidad. Al emitir dictamen, todo perito deberá jurar o prometer decir la verdad y actuar con la mayor objetividad, y que conoce las sanciones penales si incumple su deber como perito--].
[-puede NO decirse)--Recusación y tacha. 
Solo podrán ser recusados los peritos designados por el Tribunal.


A los designados por las partes se les podrá oponer la tacha por las causas señaladas en la Ley relativas a vinculaciones favorables o adversas con alguna de las partes o circunstancias que les hagan desmerecer en el concepto profesional--].

Valoración del dictamen pericial. Habrá de valorarse por el Tribunal según las reglas de la sana crítica. 

[--(Puede NO decirse)--La Ley dedica especial atención al cotejo pericial de letras, a cuyo efecto se consideran documentos indubitados las Escrituras Públicas--].

RECONOCIMIENTO JUDICIAL

Regulado en los Arts. 353 y ss LEC.

Procede cuando para el esclarecimiento y apreciación de los hechos sea            necesario o conveniente que el Tribunal examine por sí mismo algún lugar, objeto o persona.


[--(Puede NO decirse)--Se practicará a instancia de parte, sin perjuicio de la decisión de Juez sobre si ha de llevarse a cabo o no y la amplitud del mismo.
           De su resultado se levantará Acta por el Secretario judicial, pero además se utilizarán medios de grabación de imagen y sonido otros instrumentos semejantes para dejar constancia del reconocimiento judicial y de las manifestaciones de     quienes intervengan el él--].

Se valorará según las reglas de la sana crítica.


INTERROGATORIO DE TESTIGOS.

Regulado en los Arts. 360 y ss LEC.

Es la declaración ante el Juez prestada por personas que no son parte en el juicio, sobre la verdad o falsedad de los hechos objeto del debate que conocen o que han presenciado u oído en el momento en que se produjeron.
[--(Puede NO decirse)--Capacidad. Pueden ser testigos todas las personas, salvo que se hallen permanentemente privadas de razón o del uso de sentidos respecto de hechos que únicamente quepa tener conocimiento por dichos sentidos--].
[--(NO decir)--Los menores de 14 años, podrán declarar como testigos si, a juicio del Tribunal poseen discernimiento para conocer y declarar verazmente.

También puede declarar verbalmente o por escrito las personas jurídicas y Entidades Públicas, sin necesidad de individualizar la petición en persona física        determinada--].
[--(NO decir)--Responsabilidad. Antes de declarar, cada testigo, deberá jurar o prometer decir la verdad y que conoce las sanciones penales por delito de falso testimonio en causa civil; en caso contrario será instruido por el Tribunal--].
[--(Puede NO decirse)--Tacha. Los testigos podrá ser tachados por las causas señaladas en la Ley relativas a vinculaciones favorables o adversas con alguna de las partes, interés directo o indirecto en el asunto o cuando hayan sido condenados por delito de falso testimonio. La tacha de un testigo no impide su declaración; informa de circunstancias que han de ponderarse para valorarla--].
[--(Puede NO decirse)--Interrogatorio. 
Se inicia por la “preguntas generales de la Ley”, relativas a la identidad y circunstancias de los testigos.

Después preguntarán las partes.

Las preguntas deberán formularse oralmente, en sentido afirmativo, con         claridad y precisión. No habrán de incluir valoraciones ni calificaciones--].
[--(NO decir)--El testigo responderá por sí mismo, de palabra, sin valerse de borrador de respuestas, y expresando la razón de ciencia de lo que diga.

Si por su estado o profesión tiene el deber de guardar secreto, lo manifestará razonadamente y el Tribunal, considerando el fundamento de la negativa a declarar, resolverá, mediante providencia, lo que proceda en Derecho--].
Valoración del interrogatorio de testigos.  Se hará conforme a las reglas de la sana crítica, teniendo en cuenta las circunstancias de los declarantes y las tachas formuladas.

MEDIOS TECNOLÓGICOS.
La LEC cita como medios de prueba cualesquiera medios de reproducción de palabras, imágenes y sonidos, así como instrumentos que permitan archivar o     reproducir palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas. Arts 382 y ss

Estos soportes serán examinados por el Tribunal, se levantará Acta y se        apreciarán por el Juez según las reglas de la sana crítica.
Destaca el documento electrónico. (Ley 59/2.003, de 19 de diciembre).
Define el documento electrónico como el redactado en soporte electrónico que incorpora datos que estén firmados electrónicamente.
Establece que el documento electrónico será soporte de:

a) Documentos públicos, [--(No decir)--por estar firmados electrónicamente por funcionarios que tengan legalmente atribuida la facultad de dar fe pública, judicial, notarial o administrativa--].
b) documentos privados.

Será admisible como prueba documental en juicio el soporte en que se hallen los datos firmados electrónicamente.

[--(Puede NO decirse)--Si se impugnare la autenticidad de la firma electrónica reconocida se comprobará que por el prestador de servicios de certificación que expide los certificados electrónicos se cumplen todos los requisitos establecidos en la ley en cuanto a la garantía de los servicios que presta en la comprobación de la eficacia de la firma electrónica.
Si se impugna la autenticidad de la firma electrónica avanzada (que únicamente permite identificar al firmante) se aplicará lo establecido en el artículo 326.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil--].
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